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ción que nos ocupa. Y su falta 1610 es imputable a quien tenia el
deber de cumplirlo.

El firmante del TOCUno es cierto qoe babia sido nombrado
oepresentante de la lunta de Andalucía en el poder que indrca de
13 de junio de 1984. ante el Notario don loaquin Serrano Valveroe.
y que como tal representante actuó ante la Magistratura de Trabajo

...úmero S de Sevilla. Pero, al formular~1 recurso especial de
'Suplicación debió firmar ·como letrado y para 'ello le faltó el
'!ef¡Uisito aludido previsto en el Estatuto General de la Abogada.
. No aparece tampoco que se haya vulnerado el derecho' a la
"tutela judicial efectiva produciéndose indefensión, porque aunque
al recurrente se le huhiera dado la oportunidad de conocer las
alegaciones del impugnante, su postura procesal en el recurso, por
él mismo reconocida, no hubiera variado: Don José Agustín
Gómez Gil no estaba incorporado al lIust<e Colegio de Abogados
de Sevilla cuando presentó ante la Magistratura de Trabajo número
S de Sevilla, y linnó el escrito de formalización del recurso.

6. Por providencia de 25 qe septiembre de 1985 se señaló para
deliberación y votación del presente recurso del dia 13 de noviem·
bresiguiente, quedando concluida el día 1I de di~iembre.

11. FUNDAMENTOS lURIDICOS

l. El Comité de Empresa, actor en el proceso judicial previo
:"1 demandado ahor;l, ha excepcionado, en primer lugar, la causa de
·madmisión del artículo SO; 1, b), en relación con el articulo 44, 1,
'a). ambos de la LOTC, por entender que·antes de acudir al proceso
constitucional de 8,l1lparo debió deducirse contra la resolución del
Tribunal Central de Trabajo el recurso de revisión, al que ~refiere

.el articulo 198 de la LPL, como-único recurso posible contra las
resoluciones dietadas por aquel, en los casos de proceso de conflicto
colectivo. El llamado recurso de revisión, remedio extraordinario,
"..ue tiene en la LEC su regulación, y aja Que se remite la LPL, está
concebido como un proceso por causas tasadas (las del arto 1.796
de la Ley"de Enjuiciamiento Civil), y con un objeto inmediato cual
es la-anulación 'del preceso precedente; posible, pues, respecto 8 las
Iell1encias viciadas por algunas d~ las causas_ que enumera aquel
precepto, pero· ajeno a lo que es la resolución que se recurre en
amp.@ro, constreñida a un supuesto Que ninguna relación guarda
'COn las causas concretas de revisión. .-

2. Como las alegaciones de la pacte .demandaftte se mon\an
sobre la idea de que el Tribunal Central de Trabajo ha conculcado
lo que dispone el arto 160 de la LPL. y que esta infracción
trasciende al orden constitucional, dando lugar a una violación del
derecho a la tutela judicial efectiva que proclama el artículo 24. I de
la Constitución; se impone, en primer lugar, destacar lo equivocado
-de tal aflumentación; Pues en el recurso especial de suplicaciór
(el -del titulo IX. libro III de la LPL).· es el arto 95 de

,esta "Ley el Que ,contiene el tratamiento que debe darse
.. los escritos de recurso, tratamiento que se reduce a· dar vista a las
otras partes, que podrán impugnarlos o adherirse a ellos. Esto es lo
·que dispuso el Magistrado de Trabajo, y la oportunidad impugnato­
na que utilizó la otra parte, excepcionando, en primer lugar, el
defecto legal en la fonnulación 'del recurso, el{ce~ión que obligaba
al Tribunal Central a pronunciarse, previamente a toda otra
consideración. sobre el defecto legal opuesto y obstativo del análisis
de fondo, Como no se acusa inconstitucionalidaden los preceptos
aplicados, la cuestión se centra ahora en si se 'ha hecho de tales

1127 Pleno. Cuestiones de incomlitucionalidad númt'"
ros 282)1 546/1985. Sentencia número·169/1985, de
13 IÚ? diciembre. .. . ..

El Pleno del Tribunal Constitucional: --Compuesto po"~ don
Jerónimo Arozamena -Sierra, Vicepresidente; don Angel Latorre
Segura, don Manuel Diez.de Velasco Vallejo, don Franci.sco Rubio
Uorente, doña Gloria Begué Cantón. don Luis Diez PICazO, don
Francisco Tomas y Valiente, don ~ngel Escudero del Corral.. don,
Antonio Truyo1 Serra y don FranCISCo Pera Verdaguer. MagIstra-
dos. ha pron u'nciado .

EN NOMBRE DEL REY

.'Ia -sigUiente .

. ' ·SENTENCIA

En las cuestiones' de- inconstituci~nalidad registradas ~aj? los
.nlÍms. 282 y 546/1985. acumuladas por AulO de 23" de Julio de
1985, planteadas-por el Juez ,4e Primera Instanc~a núm. 3, de

·Z3ragoza. Y el luez <1e Distrito núm. 28 de Madrill. respectIva­
.mente. sobre la constilucionalidad del arto 109.2 del CódigO de
lusticia Militar. Han sido partes el Fiscal general del Estado y el
Abogado del Estado, y.ha sido Ponente el Magistrado don Angel

.!.atorre Segura, quienexprc:sa el parecer del Tnbunal.

preceptos una aplicación -contraria al derecho que proclama el
articulo 24.1 de la Constitución.
. . 3. Sost~ene la pane aclora que ,laa~ón de los def~os en
la fonnulacI6ndel recurso de suphcaeton,.en orden a la dnecci6n
letrada. corresponde al Magistrado de Trabajo. y D() al Tribunal
Central, y que es a través. en su caso, de la reposición contra la
providencia. Que aquél dicte, teniendo por interpuesta la suplica­
ción (y lo demas que previene el articulo 195 de la LPL). donde
únicamente la parte"discrepante puede hacer valer su·dere~ho. Esto
D9 es así en la regulación del recurso especial de suplicación (3rtS.
193 y siguientes de la LPL). que es la que a los efectos de este
·proceso de amparo importa; y cola que se articula la vista de lós
escritos del recurso, la impugnación o adhesión por las otras panes,
y la decisión. Como esta rcgu1a<.;ón todos están conformes en su
adecuación a las exigencia!!. constitucionales del artícuto 24.1 y no
se acusa que se haya infringid,o, es claro que desde este punto de
vista ninguna tacha puede ponerse a que se articule a través de la
impugnación de la suplicación, la oposicióh a su admisión. Para
completar el análisis del amparo, se impone, sin embargo. entrar en
otras consideraciones, cuales son si el defecto detectado -actuar un
Abogado Que no estaba incorporado al Colegio de Sevilla- era tal
_y, si su estimación tiene trascendencia constitucional desde la
perspectiva del derechuproclamado por el arto 24.1.

4. En orden ,al indicado punto, no podemos dar solución al
caso aplicando lo que dijimos en la Sentencia 6911985. de 30 de·
mayo (<<Boletin Oficial del Estado> de 21 de junio). pues·se trataba
entonces de la defensa, también de la Junta de Andalucía. por
medio de Letrado destinado en los servicios jurídicos-de dicha
Administración Pública, al que no se exige colegiación, y. respectó
dol cual se entendió que la exigencia de colegiación' vulneraba el
derecho del 8rt 24.1 de la Constitución, al privar de un recurso.
ante un Tribunal Superior. En el caso actual, el Abogado actuante
no estaba colegiado en Sevilla. sede pel Tribunal a quo y,- por esto,
~ntendió el Tribunal Central, que no podria tener por bien
deducido el recurso de suplicación. El que la LPL (art. 10) exija la
intervención de Letrado para actuar ante el Tribunal Central y Que
según las normas ~tatutarias de la Abogada se requiera la
colegiación para entenderlo legalmente habilitado, no puede consi­
derarse como un requisito incompatible con el derecho que
proclama el arto 24.1 de la Constitución.,

FALLq

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD OUE J.E CONFIERE LA CONSTITU­
CION DE LA NACION ESPANOLA.

. Ha decidido:

Denegar el recurso de amparo instado por la Junta de An­
dalucia-Red de Asistencia Sanitaria· de la Seguridad Social de
Andalucía.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletí.n Oficial del Estado.,

Dada en Madrid a 13 de diciembre de 1985.....Jerónimo Aroza·
mena Sierra.-Francisco Rubio Llorente.-LLiis Diez Picazo,­
Francisco Tomás y Valiente.-Antonio Truyol Serra.-Francisco
Pera Verdaguer,-Firmadosy rubricados.

l. ANTECEDENTES

Primero.-Por escrito de 28 de marzo de 1985 el titular del
Ju~do <le Primera Instancia núm.·3 de zaragoza planteó cuestión
de lOeonstitudonalidad del art 709.2 del Código de Justicia
Militar, que fue· registrada con el núm. 282/1985.

Los hechos que daban lugar a la cu~tión planteada son como
siguen:

a) El día 20 de noviembre de 1984, en el juicio ejecutivo núm.
I.S74/1984. el titular del Juzgado de Primera -Instancia mim, 3 de
zaragoza dictó Sentencia de remate contra don Andrés Vicente
Pedraza Pérez. que había suscrito una póliza de préstamo con
«Banca Catalana, Sociedad Anónjma», por importe de 300.000
pesetas, y era Sar¡ento Radiotelegrafista de.l Ejércilo del- Aire. La
Sentencia de remate era. por impone de 235.997 pesetas, y el
Capitán General de la Teieera Región Aérea no accedió al·embargo
de la parte proporcional del sueldo y emolumentos Que percibía el
Sargento d()n Andrés Vicente Pedraz~ Pé~z, comunicándolo ~así al
Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Zaragoza, como canse·
cuencía de la diligencia de requerimient() de pago, embargo y
citación de remate. practicada .el día 12 de noviembre de 1984.

b) El' Procurador de los Tribunales .don FernandoPeire
Aguirre, en nombre de «Banca Catalana, Sociedad Anónima», por
escrito de I1 de febrero de 1985, promovió ante el Juzgado de
Primera Instancia num, 3 de zaragoza cuestión de inconstituciona·
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lidad respecto del arto 709.2 del Código de Justicia Militar, por ser
contrario a los ar15. 14, 118 Y 11.7.5 de la C. E. El Juzgado de
Primera Instancia. en providencia de 4 de marzo de J985. acuerda
tener por promovid~ la ~uestión de inconstituc.i0!1alidad y.oí~ a las
partes y al Ministeno Fiscal" evacuand:o este ult1l1~,? el tramite en
sentido afirmativo para que se promoviera la. cuestlon respecto del
parrafo·2.o del articulo 709 del Código de Justicia Militar, por ser
contrario a los artículos 14, 118 Y 1175 de la C.,E., sm que
formula.Ta alégaciones el demandado, que estaba en situación de
rebeldia. - •.

c) El Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Zaragoza. por
Auto de 20 de marzo de 1985, promueve cuestión de ¡nconstitucio­
nalidad del art. 709.2 del Código de Justicia Militar, por estim~r
Que vulnera los ans. 14. 118 Y 117.5 de la e. E.• ya que la eficacIa
de la resolución definitiva depende de la validez de la norma en
cuestión. pues «si los haberes personales de los militares para hacer
efectivas responsabilidades procedentes de contratos celebrados
con paniculares no pueden ser objeto de embargo. de hecho, no
puede alea'nzar efectividad la acción ejecutiva entabl,ada».._ .

Segundo.-La Sección Primera del Pleno, por provldencla ~ 17
de abril de 1985, acordó,

a) Admitir a trámite la, cuestión que plantea e.1 Juzgado JX?f
supuesta inconstitucionalidad del arto 709.2 del CódigO, de JustiCia
Militar. por contradicción con los arts. 14. 117.5 Y 118 de la e. E.

. b) . Dar traslado de las actuaciones recibidas, c,onforme esta-
blece el ano 37.2 de la LOTC al 'Congreso de los Diputados y al
Senado, por conducto de sus Presidentes, al Gobierno, pOr con·
ducto del Ministerio de Justicia, y al Fiscal general del Estado, paryt
que, en el plazo de quince días, puedan personarse en el procedí:-
miento y formular las alegaciones oponunas. ..

e) Publicar la incoación de la cuestión en el «Boletín Oficial'
. del Estado» para general conocimiento.

Tercero.-Porescrito de S de junio de 1985, el titular'del Juzgado
de Distrito núm. 28 de Madrid planteó cuestión de inconstituciona·
lidad del ano 709.2 del Código de Justicia Militar. que fue
registrada con el núm. 546/1985. .

Los hechos que daban lugar a la cuestión planteada son como
siguen:

al El dia 16 de marzo de 1984 el titular del Juzgado de Dislrito
núm. 28 de Madrid, en los autos del juicio de cognición núm.
412/1983, dictó Sentencia de remate, en la que se condenaba.a don
Nicolás Santana Hernández, que tenía la profesión de militar. a
pagar la suma de 20. 787 ~etas, deriv.ados ~el ~bon.o del arrenda:­
miento y gastos de comumdad del piSO baJO mtenor de la calle
Doctor Santero, numo 29. de Madrid, y en providencia de 20 de
julio de 1984. el Juzgado de Distrito núm. 28 de Madrid declaró
embargada la parte legal del sueldo que percibía el señor Santana
Hemández. cursándose para la efectividad de dicha traba el
correspondiente oficio al Consejo Superior de Justicia Militar.

b) Por Decreto auotitoriado de 29 de marzo de 1985. dictado
por la Primera Región Aérea, la autoridad militar competente
acuerda no haber lugar a la retención interesada. y por escrito de
25 de abril de 1985. el Letrado don Luis Ferreiro Olivo, en nombre
y representación "de don Juan Martín Martín, promueve ante el
Juzgado de Distrito núm. 28 de Madrid una cuestión de inconstitu·
cionalidad sobre el arto 709.2 del Código de Justicia Militar, por
vulnerar los arts. 14 y 24 de la C. E. .

c) Por providencia de 13 de mayo de 1985 del Juzgado de
Distrito núm. 28 de Madrid, se acordó dar traslado a la parte
demandada y al Fiscal de Distrito, por término de diez días, para
que alegaran lo pertinente sobre la cuestión propuesta. Don.Nicolás
Santana Hernández interesó que se rechazara el planteamiento de
la cuestión de inconstitucionalidad del arto 709.2 del .código de
Justicia Militar. pretensión que sOstuvo de igual mQdo el Ministe­
rio Fiscal.

d) El Auto del Juzgado de Distrito núm. 28 de Madrid'de 1 de
junio de 1985 plantea. la cuestión de in~onstitucio,n~1ida~.r.elativa
al párrafo segundo del arto 709 del Código de Justicia MIlItar, por
estimar que dicho precepto está en contradicción c<?" los arts. 14
y 24 de la e. E.' , ,

Cuarto.-Por providencia de la-Sección Primera del Pleno de 19
de junio de 1985. se acordó:,,,

a) Admitir a trámite la cuestiÓn por supuesta. ¡nconstituciona-
lidad del arto 709.2 del Código de Justicia Militar. '

bl Dar traslado de las actuaciones al Congreso de 1", Dipd­
tados y al Senado. por condUelO de sus Presidentes, al Gobierno,
por conducto del Ministro de Justicia y al Fiscal general det Estado,
para que en el plazo de quince días-pliedan personarse en el proceso
y formular alegaciones. . ..'. .

e) Publicar la incoación de la cuestión en el «Bvletín OfiCial
del Estado» para general conocimiento. . ' .

Quinto.-EI Pleno d~1 Tnbunal Constiiucional, po, Áuto de 23
de julio de 1985, resolvió acumular la cuestión núm., 546/198S. a

la núm. 282/1985; pues'ambas se centran en la pre~u~ta lnconst~t':l'"
cionalidad del párrafo segundo del.art. 709 del Código. ~e JustiCia
Militar en relación con la retención de haberes de tos militares para .
hacer ~fectivas responsabilidades procedentes. de c~ntratos con

,particulares. En el precedente Auto del Pleno del Tnbunal. de 19
de julio de 1985, y por el avanzadQ estado de tramttact.ón de la
cuestión númr 367/1984, se resolvl6 no acumular.esta ultima a las
cuestiones de iacQnStitucionalidad núm. 28211985 y 546/1985. ya
que, de producirse la acumu~ció~, dilataría innec~riame!lt~ la
resolución de la núm. 367/1984. pnmeramente admtnda a tramite.

Sexto.-Con fecha de 23 de abril de 1985. en la cuestión de
inconstitucionalidad núm. 282/1985; '1 con. fecha de 23 de julio de
1985 en la cuestión de inconstituctonalidad núm. 546/1985 el
Presidente del Congreso de los Diputados comu.nica a este Tribunal
que no hará uso de .las facultades de. personación ni de formulación
de alegaciones que le concede el ano 37 de la LOTe.

Con .fecha 27 de mayo de 1985, en la cuestión de inconstituciQ­
nalidad núm. 282/1985. y con fecha de 28 de junio de 1985. en la
cuestión de inconstitucionalidad núm. 546/1985, el PreSidente del
Senado comunica a este Tribunal que te~ por personada a di.cha
Cámara en el procedimiento, y por Ofrecida su colaboración a los
efectos del arto 88.1 de la LOTe.

Septimo.-EI Fiscal' general del Estado, en los escritos, de
alegaciones, presentado~ I<?s días 7 de mayo de 1?~S, en la cuestlon
núm. 282/1985, r 8 de Juho de 1985. en la cuesnon 546/1985. que
tienen un contemdo semejante, tras llevar a cabo un examen de los
antecedentes, manifiesta que, desde el momento en que en todo d .
trámite seguido en las presentes cuestiones ani4a a la Sentencia del
Tribunal ConstitucionaL de 21 de junio de 1983. se impone un
examen detenido particularmente para fijar el alcance de tal
resolución, puesto que, de interpretarse en determinado sentido, la
cuestión carecería ya de razón de ser. ;". .- ...

Señala el Fiscal general del Estado que el punto neuralglco de
la cuestión se centraba ·en dicha Sentencia,. en: la remisión a los
alim.entos que.~, co~t.iene en el alt 709, párrafo. primero. del
CódIgO de JustiCia Mllttar, de· forma que la Sentencia procedla a
declarar inconstitucional el.an. 709 del Códi.o de Justicia Militar
en cuanto incluye a los alimentos; por laque es.un tema ajeno el
que ahora se examina. .. .

Por otra parte, vuelve ahora a plantearse la presunta inconstitu­
cionalidad del ano 110 4el mismo. texto I~. En la citada
Sentencia, en .el fallo se dedaraba la inconstituclonalidad tambiéil
de dicho ano 710. Pero. " la vista de los fundamentos juridicos.
tanto puede producirse una interpretación extensiva como restric­
tiva del fallo. Cabe incluir, por un lado, qu~ en ningún modo las
relaciones ajenas al imbito cas~nsepueden ser interferidas por las
autoridades militares, de forma qut pot la .via del 3rt. 710 del
Códi¡o de Justicia Militar no puede quedar si.o: efecto lo ,acordado
por el Juez órdinario en matena de responsabilidades denvadas de
contratos entre militares y paniculares-, en tanto en cuanto aquéIJos'
actúen a; título personal y particular, pero cabe una interpretación
restrictiva en el sentido de. que el Tribunal Constitucional, al
pronunciarse sobre el ano 710 del Código de Justicia Militar. lo
hace sólo en forma· concreta para el supuesto de relaCiones
familiares y sus repercusiones económicas. Interpretación esta que
vendría abonada por el párrafo sesundo del fundamento sexto de
la Sentencia, que indica. respecto del art. mendonadt\ que !pro­
cede dec1ararlo, asimismo, inconstitucional por conexión». SI así
fuera, de nuevo, con ocasión de los presentes casos, habría que
volver sobre el tema, bien para obtener una declaración $enérica de
inconstitucionalidad del arto 710' citado, bien para renerarlo en
orden a la materia en que- el tema se propone. .

Es de destacar. prosigue el Fiscal genefll1 del Estado. que en los
presentes autos, ni en el dictam.en del auditor, ni en el acuerdo de
la autoridad militar apoy'an su oposición a lo interesado en tal art.,
siendo los Juzgados CiViles ordinarios quienes ven en dicha norma
un obstáculo al,ejercicio de sus competencias. Al·respecto, surge la
cuestión de determirtar cuál sea el alcance de la acción de los Jueces
ordinarios, que; segíIn el Fiscal general del Estado, no sería otra que
el de reiterar a la autoridad militar la retención o embargo de
haberes en los términos señalados por la Ley de Enjuiciamiento
Civil. ...

Ast, propuesta la cuestión, el fondo del asunto consiste en fijar
si: al el párrafo segundo del ano 7W del Código de Justicia Militar
entraña una discriminación, y b) si dicha discriminación ti~e-"una

justificación razonable.
En lo .que se refiere ;l, las~ responsabilidades por obligaciones

contraí¡:ias por contratos con paniculares, la redacción de la Ley de
29 de julio de 1908., precedente de. la.~tual,'l el párrafo, segundo
del actualart. 709 del Código deJuStICUI Militar es prácncamenle
idéntica. . -, ... '.' . -

La cuestión estriba, pues, en si el att~ 709, párrafo ~undo, al
itnpeQir .en todo caso la retención de haberes a fo~, militares -en
orden a responsabilidades derivadas de obligaciones co.n~ída? con
particulares se enfrenta con las normas de la' Ley de EnJulc,I~~lent<?
Civil (am. 1,471. 1,449 Y 1,451 l; y en tal caso el deudor mlhtar esta
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,dotado de una protección de privilegio en relación'con aquellas
otras personas que, no ostentando tal condición, se encuentran
sujetas a tesPf?n~bilidadej ~viles de posible efectividad sobre su
sueldo. salano o Jornal. .-

Ahora bien. del precepto en cuestión se desprende que no se
ataca el principio de responsabilidad universal, desde el momento
en Que nada se limita la efectiva responsabilidad de--recaer sobre
otros bienes de! deudor, al quedar solamente los haberes excluidos
de la posibilidad de retenci6n o embargo.

En este orden de cosas no cabe duda que se produce un trato
'diferenciado en favor de quienes ostentan la condición de militar
frente a quienes ·no tienen tal condición. No obstante, pueden
hacerse ciertas anotaciones en el caso actual, frente al resuelto por
la Sentencia del Toouna! Constitucional de 21 de junio de 1983. Si
en aquel supuesto se trataba de obligaciones derivadas de la propia
ley -el derecho de alimentos- ahora se parte de secuelas que tienen
S¡¡ origen en relaciones juridicas de caracter voluntario (contratos
celebrados con particulares), y es obvio ,- que nadie puede ser.
obligado a contraer con otro, y también )0 es que quien contrata
con otra persona de ordinario atiende a la solvencia de la otra parte
,o a las limitaciones a que de iure o de [acto su responsabilidad está
sometida. Todo ello hace pensar que el particular que contrata con
un militar acepta el riesgo de una minoración de'las responsabilida­
des de éste con lo que la aparente desigualdad entre las partes'
vendría a convertirse en un elemento objetivó o de contenido del
contrato, asumible 8 tenor de lo establecido en el arto 1.255 -salvo
lo dispuesto en el 1.265- del Código Civil.
· . De todo ello, concluye el Fiscal .-neral del Estado, que, de
estimarse que la declaración de ¡nconstltucionalidad deJ arto 710 del
Código' de Justicia Militar es de carácter genenco, las cuestiones

. propuestas carecerian de sentido, y el Juez ordinario no está ya
limnado por lo dispuesto en tal precepto, y puede llevar a cabo su
resolución, amparado en el an. 118 de la C. E.

En otro caso, la' iDconstitucionalidad del art. 709, párrafo
segundo, solamente se-proclamaré si se 'estima carente de justifica­
ción razonable, la exclusión que, en favor de los militares allí se
.contiene. No obst:ante1'1a distinta razón de ser de aquellos a quienes
afecta· la exclusión. trente al militar, protegidos. en unos casos
imperativamente por la ·norma,. mientras que en otros el derecho de
ejecución viene de relaciones contractuales privadas, pudiera ser
elemento diferenciador IUficiente a justificar, en el segundo'
supuesto, lo que no era posible en el primero. '

En suma, para el Fiscal seneral si la razón de ser de la exclusión
contenida en el arto 709 del Código de Justicia Militar se armoniza
con las exclusiones y límites de la Ley de Enjuiciamiento Civil, no
se daría un tratodesiauaI entre quienes ostentan la condición de
militar y aquellos que no disfrutan de la misma, y de estimarse Que
la exclusión no es justificada, 'el precepto debatido que lo postula
a una interpretación que le·atempere a los límites genéricos de )a
J"ey de Enjuiciamiento Civil.' . . .

El Fiscal concluye 10$ .raZonamientos en las dos cuestiorres de
.¡nconstitucionalidad acumuladas, estimando que ha de dictarse
Sentencia desestimatoria de las cuestiones referidas, salvo que se
acepten las reservas formuladas tanto PQr extensi.ó~ de la incon.st,i­
tuclOnalidad ya declarada del arto 710 del Código de JustiCia
Militar, como en orden a una posible interpretación del arto 709,

'párrafo segundo, del propio texto legal, atemperada a los preceptos
de la Ley de Enjuiciam1ento PviJ. .

Octavo.-EI Abogad. del Estado, por escritos de fecha de 10 de
mayo de 1985, presentado en la cuestión de inconstituciona,lidad
núm. 282/1985, y de fecha.2 de julio de 1985, en la cuestión de
,inconstitucionalidad núm. S46/1985, en el que da por r.eproduc;das
las alegaciones formuladas en la núm. 282/1985, formula básica­
mente Jos razonamientos que se contienen a continuación.

A par/ir de la doctrina contenida en la Sentencia núm. 54/19g3,
de 21 de junio, y-en lo que concierne a la supuesta vulneración de
los arts. 117.5)' 118 de la C. E., señala el Abogado del Estado. que
en la actividad de juzga.r y hacer ejecutar lo juzgado ha de atribuirse
al art. 709.2 del Códi¡o de Justicia Militar la misma imperatividad
que a los restantes que integran el dérecho sustantivo o procesal
aplicable. . ..'
· La 'Jimitaciónlegal al embargo de determinados bienes o
derechos no parece que -pueda configurarse com9 obstáculo al
contenido de la funci6n jurisdiccional del mismo modo que no
comf0rta lesión,del derecho a ,la tutela judicial efectiva_reconocido
en e arto 24 de la C. E. . .

Junto a la naturaleza de los bienes y derechos declarados
inembargables-, la regla de la inem);)argabilidad atiende al título en
cuya virtud se ha contraido la responsabilidad patrimonial a
ejecutar, y desde esta perspectiva se explica la diferenciación entre
la, limitación de la. z:esponsabilidad por' alimeptos, frente a la
procedente de deudas ex contrae/u. _. .' . _
· El personal militar, a juicio del Abogado del Estado, no sólo ha
de gozar de una situaci6neconómica Que le permita mantener

dignamente su status. sino que aparece inserto en una relación de
supremacta especial caracterizada por su singular intensidad }'
extensiva _a aspectos que de~bordan el estricto ámbito de sus
prestaciones profesionales, y en las exiJencias de honorabilidad
requeridas a Quienes se encuentran sUJetos a disciplina militar
qúeda someticto a' una responSábilidad disciplinaria por su activi­
dad patrimonial privada en cuanto aquélla compone contracción
de deudas injustificadas.

'La justificación respectó a la regla del art. 709.2 del Código de
Justicia Militar consiste en Que tratándose de una responsabilidad
ex cQntractu, y encontrándose el personal militar sujeto a singulares
restricciones en su actividad contractual resulta Que Quienes en el
tráfico juridico-privado contratan am dicho personal conocen (art,
6,1 del Código Civil) aquellas limitaciones y tales limitaciones
justifican la· específica regla de '¡nembargabilidad de sus haberes
personales. " ~

El Abogado del Estado concluye indicando que ha de declararse
constitucional el arto 709.2 del Código dI.! Justicia Mílitar. , ~

Noveno.-EI Pleno del Tribunal, por providencia de S de
diciembre último, señaló. para deliberación y votación de la
presénte cuestión el día J2 del mismo mes y año.

11. FUNDAMENTOS JÜRIDICOS

, Unico.:Las presentes cuestione.sde ¡nconstitucionalidad se
refieren al arto 709.2 del Código de Justicia Militar, Que dice:

4(••• no podrán ser objeto de embargo los haberes personales de
las militares para bacer efectjv~ responsabilidades procedentes de
contratos celebrados c{}n paniculares. o de- las costas producidas
para su reclamación.»

Ahora bien, por Sentencia de este Tribunal núm. 151/1985, de
5 de noviembre (Cuestión de inconstitucionalidad núm. 367/1984),
publicada en el «Boletín Oficial del E.tado~ núm. 283, de 26 de
noviembre de 1985, se declaró inconstitucional y, por tanto,nulo
el precepto transcrito, declaración que provoca la desaparición del
objeto de las cuestiones planteadas. En efecto, según el arto 164.1 de
la Constitución, las Sentencias del Tribunal C~nstitucional,ademAs
de tener 'el valor de cosa juzgada a partir del dia siguiente a su
publicación en el «Boletín Oficial del Estado-, tienen plenos efectos
frente a todos cuanto declaren la inconstitucionalidad de una .Ley,
o de una oorma con rango de Ley. El arto 3g.1 deja LOTC establece
que las Sentencias dietadas en procedimientos de inconstitucionali­
dad vincularán a todos los poderes públicos y producirán efectos
generales desde su publicación en el citado «Boletin Oficial del
Estado~. Y el art. 39.1 de la misma Ley preve que cuando la
Sentencia declara la inconstitucionalidad. declarará igualmente la
nulidad de los preceptos impugnados, asi como la de aquellas otras'
de la misma Ley, disposición o acto con fueria de Ley a lo que deba
extenderse por conexión o consecuencia. Aplicando estas normas al
presente caso, resulta que el precepto ~uya constitucionalidad se
cuestiona, es decir, el arto 709.2 del Código de Justicia Militar, ha
sido ya declarado nulo por la citada Sentencia de este Tribunal.
dictada en una cuestión de inconstitucionalidad, declaración Que
produce efectos erga omnes, por cuanto ha sido publicada' la
Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado». Ello supone que tal
precepto ha sido expulsado de nuestro ordenamiento juridico, y no
cabe, por tanto, que lo apliquen los Tribunales de justicia ni en los
supuestos aquí planteados ni.en ningún otro, Jo q~e lleva a que ~te
Tribunal no pueda pronuncIarse sobre las cuestiones promovl(las
por el Juez de Primera Instancia núm. 3 de Zaragoza. y el Juez de
Distrito 'núm. 28 de Madrid, pues no sería posible reiterar el fallo
pronunciado en la Sentencia antes citada por haber desaparecido el
objeto de ·Ias cuestiones planteadas. . ~

FALLO

En atención a tfldo 10 expuesto. el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE J-E CONFIERE LA CONSTITU­
ClON DE LA NAClON ESPANOLA,

ha decidido:

Declarar que no ha lugar a 'pronunciarse sobre las ~uestione~ de
inconstitucionalidad planteadas por haber desapareCIdo el objeto
~e las mismas.

PublíQuese .en el «Boletín Oficial del Estadm).
Dada en Madrid a 13' de diciembre de 1985.-Firmado: Jeró­

nimo Arozamena Sierra.-Angel Latorre Segura.-~anuel I?íez de
Velasco Vallejo.-Francisco Rubio L1orente.-Glona Begue Can~
lón.-Luis Diez Picazo.-Francisco Tomás y Valiente.-Angel Escu­
dero del Corral.-AntonioTruyolSerra.-Francisco Pera Verdaguer.


